
ción general de los recursos minera-
les, con particular atención a la de-
batida cuestión de su naturaleza ju-
rídica. Y termina este apartado ter-
ciando en el complejo problema de
la titularidad de las aguas minerales
y termales.

Por fin, en el capítulo VIII y últi-
mo incluye los montes en la catego-
ría de los bienes de interés público,
sin perjuicio de que los más impor-
tantes de entre los de propiedad pú-
blica se declaren de dominio público.
La razón que explica dicha inclusión
estriba en que en todos los casos,
tanto en los montes privados como
públicos, la Administración cuenta
con potestades muy intensas que ex-
ceden ampliamente las derivadas de
la función social de la propiedad.

6. La obra reseñada no se limi-
ta a recoger, como es usual en nues-
tro sector de conocimiento, una
mera relación de la bibliografía ma-
nejada. Al contrario, además de ex-
tensas listas que recogen la legisla-
ción de cada sector, cuenta con una
bibliografía detallada y enriquecida
con numerosos comentarios, bien
estructurada, actual y muy amplia,
pero, al propio tiempo, escogida, se-
leccionada, cuidada. Le añade, así,
extraordinario valor y termina por
perfilar un libro que bien puede ca-
lificarse de redondo. Además, la pu-
blicación ha corrido a cargo de Ci-
vitas-Thomson Reuters, una de las
principales editoriales jurídicas, si
no la principal, que aún trabajan en
nuestro país, y, como no podía ser
de otro modo, la edición, en tapa
dura, posee la alta calidad que cabe
esperar de una editorial de tanto
prestigio.

Ciertamente, no descubro nada
nuevo si digo que el profesor LÓPEZ

RAMÓN lleva muchos años ofrecién-

donos investigaciones de primer or-
den. Su Sistema jurídico de los bie-
nes públicos es, sin duda, una de
ellas. Me atrevo a afirmar que esta-
mos ante una obra de referencia, im-
prescindible tanto para el estudio de
la materia como para cualquier in-
vestigación que en el futuro se em-
prenda relacionada con los bienes
públicos. Invito, pues, al lector aten-
to e interesado a adentrase en la lec-
tura de esta obra, que, sin duda, no
le defraudará.

Rafael FERNÁNDEZ ACEVEDO

Universidad de Vigo

OSTROM, Elinor: El gobierno de los
bienes comunes. La evolución de
las instituciones de acción colec-
tiva; 2.ª ed. con nueva traducción
española de L. MERINO (Prólogo
de J. SARUKHÁN), Fondo de Cul-
tura Económica, México, 2011,
403 págs.1

1. Elinor OSTROM (1933-2012)
sigue siendo una gran desconocida,
pese a haber sido la primera, y por
ahora única, mujer en obtener el
Premio Nobel de Economía (2009).
La publicación de una renovadísima
segunda traducción al español de su
obra sobre los bienes comunes (com-
mons) constituye una adecuada oca-
sión de divulgar los contenidos de
tan fundamental contribución al
pensamiento social, político, econó-
mico y jurídico. 
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1 La obra original es E. OSTROM, Gover-
ning the commons. The evolution of institu-
tions for collective action; Cambridge Uni-
versity Press, 1990, 280 págs. Múltiples reim-
presiones.
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La biografía de la autora nos
muestra la trayectoria de una inte-
lectual completamente entregada,
junto con su marido, Vincent OS-
TROM, a las tareas universitarias en
un buen entorno académico. La la-
bor de la pareja de politólogos al-
canza dimensiones muy considera-
bles; sumando las publicaciones
científicas de Vincent, cerca de tres-
cientos registros, y las de Elinor, en
torno a los setecientos. El matri-
monio fundó en 1973, en la Uni-
versidad de Indiana, un taller de
teoría y análisis político, actual-
mente denominado The Vincent and
Elinor Ostrom Workshop in Politi-
cal Theory and Policy Analysis, que
aglutina a la activa escuela de Bloo-
mington, líder en estudios relacio-
nados con la llamada Nueva Go-
bernanza. 

El libro que nos ocupa es expo-
nente notable del método propuesto
y practicado por la autora, que com-
bina la construcción de una teoría
con la búsqueda y comprensión de
evidencias empíricas, ambos aspec-
tos con sustento interdisciplinario.
Así, en la bibliografía manejada cabe
encontrar obras de variados espe-
cialistas, como antropólogos, geó-
grafos, psicólogos, politólogos o eco-
nomistas, que se ocupan tanto de re-
flexiones y construcciones teóricas
como de la descripción de casos con-
cretos.

2. El punto de partida del estu-
dio se encuentra en la constatación
de que las teorías económicas do-
minantes tienden a desechar la po-
sibilidad de una gestión eficiente de
los bienes comunes. Así, la «trage-
dia de los comunes», en la conocida
expresión de Garret HARDIN, consis-
te en que la libertad en su aprove-
chamiento compele a todos los usua-

rios a un empleo ilimitado que ter-
mina agotando el recurso2. Se en-
cuentra muy divulgado también el
modelo del dilema del prisionero
para explicar cómo la falta de infor-
mación sobre las conductas de las
demás personas que utilizan los bie-
nes comunes conduce inexorable-
mente a comportamientos colecti-
vamente irracionales3. En definiti-
va, la lógica de la acción colectiva,
conforme a los conocidos plantea-
mientos de Mancur OLSON, consiste
en que cada individuo persigue ra-
cionalmente su propio interés, lo que
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2 G. HARDIN (1968), «The tragedy of the
commons», en Science, 13 de diciembre de
1968, págs. 1243-1248, quien emplea el ejem-
plo del terreno de pastos de uso común para
poner de relieve que el uso abierto a todos lle-
vará a cada pastor a introducir más anima-
les, y «ahí está la tragedia», puesto que todos
los pastores se encuentran «atrapados» en un
sistema que les incita a aumentar su ganado
pese a lo limitado del recurso natural: «la rui-
na es el destino hacia el que todos los hombres
se precipitan, al perseguir cada uno su pro-
pio interés en una sociedad que cree en la li-
bertad de uso de los bienes comunes». El in-
tenso debate generado por los planteamien-
tos de este biólogo llega al ámbito jurídico de
la mano del análisis económico del Derecho:
véase G. NAPOLITANO (2007), «I beni pubblici e
le tragedie dell’interesse comune», en Asso-
ciazione Italiana dei Professori di Diritto Am-
ministrativo, Analisi economica e diritto am-
ministrativo, Milano, Giuffrè, págs. 125-154.

3 El juego del dilema del prisionero es la
denominación dada por A. W. TUCKER al mo-
delo de cooperación y conflicto planteado por
M. M. FLOOD y M. DRESHER, según R. CAMP-
BELL (1985), «Background for the uninitia-
ted», en R. CAMPBELL y L. SOWDEN (eds.), Pa-
radoxes of rationality and cooperation, Van-
couver, University of British Columbia Press,
págs. 3-41. En el dilema se plantea el arresto
de dos sospechosos por la policía, que, al ca-
recer de pruebas suficientes para condenarles,
ofrece separadamente a cada uno de ellos una
sustancial rebaja de la pena a cambio de la
confesión que implique al cómplice, conclu-
yéndose que la decisión individualmente ra-
cional (la confesión) conduce al fracaso co-
lectivo (de los delincuentes en este caso).
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hace imposible que puedan lograr-
se intereses comunes, salvo cuando
existe algún dispositivo que obligue
a ello4. 

Nuestra autora aprecia que en el
corazón de estas teorías está el pro-
blema del «gorrón» (tal es la pro-
puesta de la traductora para la ex-
presión free rider; literalmente, «ji-
nete libre»), que se plantea cuando
alguien no puede ser excluido de los
beneficios procurados por los demás
pese a que no contribuya a ellos con
su propio esfuerzo. La tesis es que
no todos los usuarios de los comunes
pueden asimilarse a prisioneros sin
información incapaces de cambiar
las circunstancias que les llevan a
agotar los bienes comunes. En con-
secuencia, será preferible abordar la
cuestión de cómo incrementar las
capacidades de los participantes
para lograr resultados sostenibles en
lugar de tragedias destructivas.

La autora advierte del peligro que
entraña emplear los modelos indi-
cados como descripciones taxativas
de la realidad, dado que entonces las
políticas públicas tratarán de com-
batir todo tipo de acciones colecti-
vas. Es decir, si la lógica de los bienes
comunes es la de individuos inde-
fensos, atrapados en un proceso ine-
xorable de destrucción de sus pro-
pios recursos, las autoridades han
de reaccionar imponiendo modelos
organizativos más racionales, que
cabe identificar entre dos extremos
excluyentes: la intervención estatal,
que aseguraría la adecuada gestión
de los recursos naturales de manera
centralizada, o la privatización, que
garantizaría el mismo uso prudente

por el interés de los propietarios ac-
tuando descentralizadamente.

Ante la exposición de juegos y
modelos tan simplistas, el jurista,
que conoce la variedad de regíme-
nes de estos bienes comunes, pue-
de ponerse nervioso: ¿dónde están
esos pastos abiertos libremente a
cualquiera?; ¿cómo encontramos a
esos pastores con capacidad ilimi-
tada para adquirir más ganado?;
¿cuándo puede suceder que dos par-
tes de una pequeña dehesa tengan
diferente producción como conse-
cuencia de la «lluvia errática»?; ¿qué
tribunal condenará a alguien por la
acusación de quien sale beneficia-
do por la misma condena?; ¿nadie
ha oído hablar de los bienes comu-
nales, las comunidades de regantes,
los montes vecinales en mano co-
mún, las vías pecuarias o las cofra-
días de pescadores?; ¿son estas últi-
mas instituciones tan españolas que
no cabe encontrar nada parecido en
el resto del mundo?; ¿acaso en el ex-
tranjero suelen aprovecharse los bie-
nes comunes con arreglo a criterios
de frontera, colonización y con-
quista?

Parecidos interrogantes son plan-
teados por la autora, quien, en lugar
de suponer que los individuos que
comparten un bien común se en-
cuentran prisioneros de manera in-
evitable en una trampa de la que no
pueden escapar, afirma sencilla-
mente que «la capacidad de los in-
dividuos para evadirse de varios ti-
pos de dilemas varía de situación en
situación». La experiencia demues-
tra, efectivamente, que hay abun-
dantes casos de autogestión de bie-
nes comunes con resultados exito-
sos, aunque no dejan también de
existir notables fracasos. Se trata,
pues, de aprender de unos y otros
ejemplos, buscando formar una teo-
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ría de la acción colectiva a partir de
las enseñanzas de la realidad.

3. La autora expone en sucesi-
vos capítulos: primero, casos de ins-
tituciones estables que permiten ex-
traer condiciones para la viabilidad
de las fórmulas de autoorganización
en el uso de recursos comunes; des-
pués, casos de procesos de transfor-
mación seguidos para modificar si-
tuaciones de agotamiento de recur-
sos de uso común, con la finalidad
de comprender las razones del éxito
en los cambios institucionales; y, por
último, casos que cabe caracterizar
como fracasos y fragilidades institu-
cionales en relación asimismo con
los recursos de uso común, siempre
al objeto de extraer las lecciones per-
tinentes. Vamos a tratar de ofrecer
algunas referencias sobre esos dis-
tintos contenidos de la obra que per-
miten a la autora formular un marco
teórico de autoorganización y auto-
gestión de los recursos de uso común.

Como instituciones estables, la
autora selecciona casos de gestión
de bienes comunales en Suiza y Ja-
pón, y de administración de agua
para riego en España y Filipinas. El
estudio de los mismos le permite
identificar los siguientes aspectos ca-
racterísticos de las instituciones de
larga duración en el uso de recursos
comunes: a) los usuarios están cla-
ramente definidos; b) las reglas de
uso conectan con las condiciones
locales; c) los usuarios pueden par-
ticipar en la modificación de las re-
glas de uso; d) la vigilancia del cum-
plimiento de las reglas de uso co-
rresponde a los propios usuarios o
a sus delegados; e) las sanciones por
violación de las reglas están gradua-
das en función de su gravedad o con-
texto, y se imponen por los propios
usuarios o sus delegados; f) los usua-

rios disponen de mecanismos rápi-
dos y de bajo coste para resolver los
conflictos relativos al uso común;
g) las autoridades públicas no cues-
tionan los derechos de autoorgani-
zación de los usuarios; y h) cuando
los recursos forman parte de siste-
mas más amplios, las fórmulas de
autoorganización se extienden a di-
versos niveles. Se cumple así el ob-
jetivo de explicar las razones por las
que determinados recursos de uso
común cuentan con tradicionales y
eficientes fórmulas de autoorgani-
zación

Los cambios institucionales exi-
tosos se refieren a diversos procesos
de gestión colectiva de cuencas de
aguas subterráneas acaecidos en el
área metropolitana de Los Ángeles
en el período 1940-1960. La sobreex-
plotación, que conducía a la escasez
del recurso y a su falta de calidad
por la salinización, venía siendo el
resultado lógico de la confluencia de
variados títulos, como el de accesión
respecto a la propiedad del suelo, el
de prioridad de las extracciones más
antiguas o el de prescripción. Ini-
cialmente, algunos actores empren-
dieron acciones judiciales, que sir-
vieron, ante todo, para determinar
la capacidad de la correspondiente
cuenca subterránea y, adicional-
mente, para configurar un escena-
rio de incertidumbre sobre el resul-
tado final de los litigios. Ello propi-
ció el desarrollo de estrategias de
negociación entre los variados ex-
tractores de agua (ciudades, empre-
sas abastecedoras, propietarios del
suelo), que terminaron reconociendo
los títulos de explotación de los de-
más usuarios y compartiendo de
manera proporcional la necesaria re-
ducción de las extracciones. El cum-
plimiento de los acuerdos fue ga-
rantizado, en parte, por la configu-
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ración de autoridades con potesta-
des de inspección y sanción, pero es-
pecialmente mediante un sistema de
información recíproca de las extrac-
ciones de agua subterránea llevadas
a cabo por todos los usuarios, lo que
determinó un alto nivel de cumpli-
miento voluntario. Cabe así sostener
que los usuarios de recursos de uso
común pueden estar dispuestos a la
negociación y a la creación de nue-
vas instituciones que racionalicen la
utilización de tales recursos, siendo
la información y el debate abierto
importantes estímulos a tal fin.

El estudio de los fracasos y las
fragilidades institucionales se apo-
ya en diversas experiencias de pesca
de bajura en Turquía, Sri Lanka y
Terranova, así como de algunas
cuencas subterráneas de California.
La autora lleva a cabo una compa-
ración de estos casos con los ante-
riormente manejados en el libro me-
diante la aplicación de los criterios
característicos de las instituciones
de larga duración en el uso de re-
cursos comunes. La identificación
de los fallos queda así explicada por
la falta de cumplimiento de esos cri-
terios: indefinición de los usuarios,
reglas de uso desconectadas de las
condiciones locales e impuestas por
autoridades externas, etc.

En definitiva, el análisis de los di-
versos casos sirve a la autora para
proporcionar un marco teórico de la
acción colectiva en relación con los
recursos de uso común. No se trata
de optar siempre por las fórmulas
de autoorganización y autogestión,
sino más bien de disponer de unas
herramientas que permitan hacer
frente a los problemas que pueden
suscitarse en la acción colectiva y
ayudar en la elección de la fórmula
institucional más adecuada a la vis-
ta de las características de cada caso.

4. Bajo la óptica jurídica, cabe
destacar que en el libro, siguiendo
los planteamientos habituales de las
ciencias económicas y sociales, se
manejan las expresiones de «bienes
comunes» (commons) y «recursos de
uso común» (common-pool resour-
ces), aunque no acaba de quedar cla-
ro si existe una diferencia entre am-
bas. En algún momento parecen
identificarse los bienes comunes con
los recursos naturales en general, o
quizá específicamente con los recur-
sos naturales utilizados por muchos
individuos (pág. 35). Sin embargo,
más adelante se indica que el térmi-
no recurso de uso común «alude a
un sistema de recursos naturales o
creados por el hombre lo suficiente-
mente grande como para volver cos-
toso (aunque no imposible) excluir
a beneficiarios potenciales», inclu-
yendo entre los ejemplos de recursos
de uso común: áreas de pesca, cuen-
cas subterráneas, pastizales, canales
de riego, puentes, estacionamientos,
servidores de computación, ríos, la-
gos y océanos (pág. 77). Por otra par-
te, la autora enfatiza la distinción en-
tre los recursos de uso común y los
bienes públicos (public goods), a los
que parece caracterizar como recur-
sos inagotables (págs. 80-81).

En estos conceptos se incluyen
variadas modalidades de relaciones
jurídicas: utilización de cosas co-
munes, como la contaminación en
relación con el aire; usos del domi-
nio público, como la pesca en aguas
interiores; suministros derivados de
obligaciones contractuales, como la
energía eléctrica; e incluso presta-
ciones a los beneficiarios de los
servicios públicos, como sucede en
materia de sanidad, educación o
transporte. La distinción entre estas
categorías resulta primordial para
un jurista, dado que cada una de
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ellas conlleva unas diferentes conse-
cuencias. Si no fuera así, esto es, si
cada concepto jurídico no contara
con un propio régimen, habría de
concluirse: o que el concepto se está
aplicando indebidamente al caso, o
que el mismo concepto carece de uti-
lidad al no conllevar un específico
régimen jurídico. Los debates sobre
la naturaleza jurídica de las institu-
ciones son, pues, esenciales en cuan-
to implican los efectos derivados de
las mismas.

A la vista de las anteriores dife-
rencias, podría hablarse de una es-
pecie de foso que separa la termino-
logía jurídica de la económica, sien-
do esta última muy frecuentemente
seguida en otras ramas del saber. En
consecuencia, el trabajo interdisci-
plinario con participación efectiva
de juristas se encuentra notable-
mente dificultado, especialmente
cuando las razones esgrimidas para
justificar el uso de los conceptos ju-
rídicos estriban exclusivamente en
las citas de los preceptos que los de-
finen. La ciencia jurídica tendría que
esforzarse por identificar y explicar
los fundamentos —filosóficos, ideo-
lógicos, técnicos, lógicos— de su
propia terminología. A tal fin, la par-
ticipación en proyectos de investi-
gación donde confluyen varias dis-
ciplinas puede ser un buen camino.

Las incomprensiones hacia el pa-
pel del Derecho en muchas ocasio-
nes parecen derivar de la identifica-
ción del jurista con el abogado de
parte, capaz de retorcer e interpretar
la realidad o la norma hasta acomo-
darla a sus pretensiones. No es, en
efecto, infrecuente que los colegas
de otras disciplinas conciban la co-
laboración del jurista en un proyec-
to de investigación como una suerte
de traducción al lenguaje jurídico de
las propuestas o soluciones elabora-

das con arreglo al método «verda-
deramente científico». 

Una apertura por ambas partes,
la ciencia económica y la ciencia ju-
rídica, sería necesaria a fin de lo-
grar la formación de esos equipos
interdisciplinarios de los que tan
buenos frutos cabe esperar. En ellos
habría de dejarse al jurista un ám-
bito de libertad para desenvolver sus
propios conocimientos y habilida-
des en el estudio de la materia ob-
jeto del proyecto. Pero también sería
preciso que el jurista no tratara de
imponer el contenido de las normas,
buscando más bien explicar los fun-
damentos o intereses a los que obe-
dece el Derecho positivo, propor-
cionando siempre argumentos y re-
flexiones.

5. La aplicación de los anterio-
res planteamientos al libro comen-
tado y, en general, al formidable es-
fuerzo intelectual desarrollado por
la escuela de Bloomington se justifi-
ca en el mismo momento en el que
se comprueba que los recursos de
uso común analizados por la auto-
ra se refieren a praderas, bosques,
acequias, aguas subterráneas y pes-
ca de bajura. Se trata de supuestos
que aparecen en muchos de los pro-
gramas de la parte especial del De-
recho administrativo, donde es ha-
bitual: a) incluir el estudio de los bie-
nes comunales como una categoría
especial de los bienes de dominio
público; b) volver sobre las situacio-
nes de comunidad al estudiar espe-
cíficamente los montes, llegándose
en el noroeste peninsular a dar una
importancia singular a los montes
vecinales en mano común; c) refe-
rirse a las confederaciones hidro-
gráficas y las comunidades de usua-
rios dentro de la lección dedicada a
las aguas, prestando particular aten-
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ción a la fórmula tradicional de las
comunidades de regantes, así como
al régimen de las aguas subterrá-
neas; y d) comprender también, esto
ya en territorios marítimos, el régi-
men de las cofradías de pescadores.
Estas materias, que a veces han en-
contrado acomodo en asignaturas
optativas de Derecho agrario o De-
recho de la economía, son asimismo
objeto de atención de civilistas, pro-
cesalistas y mercantilistas. 

Si de la docencia pasamos al pla-
no de la investigación, encontramos
una literatura jurídica extensa, sólida
y muy tradicional, donde cabe re-
cordar, como pioneros, a Rafael AL-
TAMIRA o Joaquín COSTA y, más mo-
dernamente, a Sebastián MARTÍN-RE-
TORTILLO, Alejandro NIETO o Víctor
FAIRÉN, entre muchos otros autores
que han trabajado en variados as-
pectos del régimen jurídico de lo que
nuestra autora denomina los recur-
sos de uso común5. 

En definitiva, hay sólidas bases
para integrar la perspectiva jurídica
en las investigaciones relativas a los
bienes comunes y a la acción colec-
tiva. Y en todo caso, para los juristas,
la lectura de la obra de E. OSTROM

depara abundantes ocasiones de dis-
frute y conexión intelectual, además
de proporcionar datos, plantea-

mientos y reflexiones útiles para los
trabajos jurídicos.

Fernando LÓPEZ RAMÓN

Universidad de Zaragoza 

RUIZ OJEDA, A. (Dir.); PETITBÒ JUAN,
A.; MONTERO PASCUAL, J. J.; MI-
LLÁN PEREIRA, J. L.; BEL I QUERALT,
G., y ESTRUCH MANJÓN, A.: Fun-
damentos de Regulación y Com-
petencia. El diálogo entre Derecho
y Economía para el análisis de las
políticas públicas; Iustel, Madrid,
2013, 274 págs.

La cuestión sobre el papel de lo
público en la economía está plena-
mente activa en las agendas políti-
cas. Las medidas de austeridad con-
tra la crisis financiera se han con-
cretado con frecuencia en acciones
de privatización y de liberalización.
A veces, la enorme entidad y reper-
cusión de estas previsiones —como
las que afectan al ámbito de las pres-
taciones sanitarias— están suscitan-
do un activo, amplio y, a veces, apa-
sionado debate social. 

El tema, es evidente, no es baladí.
La acción económica del Estado, su
intervención ya sea como empresa-
rio, ya sea como regulador, imprime
siempre carácter. Las decisiones que
se adopten sobre el vínculo, entre el
sector público y el privado; la confi-
guración de los servicios públicos,
sus límites y su prestación; la inter-
vención o no en los sectores estraté-
gicos o en los que perviven intereses
sociales muy intensos, configuran,
en suma, los modelos políticos o so-
ciales que a la postre deciden el de-
venir histórico y sus resultados. 
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